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 SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS -USPEC- Y OTROS
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Temas: 

          DERECHO A LA SALUD / PERSONA PRIVADA DE LA LIBERTAD / COMPETENCIA EN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE SALUD / CONCURRENCIA DE LA USPEC / INTERVIENE EN EL DESARROLLO DE LA FUNCIÓN / CONFIRMA / Del anterior precedente se puede concluir que la prestación del servicio de salud para las personas privadas de la libertad es una labor mancomunada entre el INPEC, el Consorcio Fondo de Atención en Salud y la USPEC, y aunque esta última no sea la entidad que directamente brinda la atención médica, participa en el desarrollo de esa función como contratista y auditora de la entidad destinada para ese fin, es decir la segunda de esas autoridades, y además es la encargada del mantenimiento y la adecuación de las instalaciones destinadas para la prestación de los tratamientos médicos.
5. En estas condiciones como la entidad recurrente sí interviene en  la eficaz prestación del servicio de salud, no puede ser apartada de la orden librada, a efecto autorizar la prótesis dental recomendada  por el médico tratante al actor, tal como lo pretende. Por tanto, el fallo impugnado será confirmado.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
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Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, junio siete (7) de dos mil dieciocho (2018) 


Acta No. 199 del 7 de junio de 2018

Expediente No. 66682-31-03-001-2018-00075-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios -USPEC-, frente a la sentencia proferida el 13 de abril último, por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en la acción de tutela que promovió el señor Carlos Arturo López Castro contra el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Santa Rosa de Cabal y la Fiduciaria La Previsora S.A., a la que fueron vinculados el INPEC, Dirección General y Regional Viejo Caldas, el Consorcio Fondo de Atención en Salud para la Población Privada de la Libertad, Sanidad de aquel establecimiento penitenciario y la entidad recurrente.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató el accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Actualmente se encuentra recluido en el Centro Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa de Cabal.
1.2 Debido a sus enfermedades de anondoncia parcial, asimetría facial, mal posición dentaria, periodontitis, gingivitis y caries, su médico tratante ordenó, desde el 26 de mayo de 2017, la entrega de prótesis parcial superior e inferior, pero a la fecha a ello no se ha procedido.

1.3 El INPEC ha requerido en varias ocasiones a la EPS para que continúe el tratamiento, sin embargo tampoco le han dado solución.
1.4 La falta de piezas dentales le genera graves perjuicios morales “ya que es difícil para mi (sic) ya sonreír”.
2. Considera vulnerados sus derechos a la salud y la vida digna. Para su protección solicita se ordene a las entidades accionadas autorizar y suministrar la prótesis recomendada y brindar tratamiento integral para las enfermedades que lo aquejan.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 2 de abril se admitió la tutela, se ordenó vincular al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL, Sanidad de la Penitenciaría de Santa Rosa de Cabal, la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios y el INPEC, Dirección General y Regional Viejo Caldas.

2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Santa Rosa de Cabal señaló que la entidad que representa ha realizado las gestiones necesarias para atender los padecimientos del demandante y así, desde el 19 de mayo hasta el 9 de octubre de 2017 fue valorado por especialista maxilofacial, se le incrustó una calza, se definió el tratamiento de rehabilitación y fue sometido a exodoncia. Por su parte, el servicio odontológico solicitado en la acción de amparo, está a cargo del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL, al cual se han dirigido  para solicitar la prótesis requerida “encontrandonos (sic) a la espera”.
2.2 El apoderado judicial del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 señaló que el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, es una cuenta especial de la Nación administrada por dicho Consorcio, el que carece de legitimación en la causa porque no es responsable de la atención médica solicitada, ya que el contrato de fiducia mercantil No. 331 de 2016 solo le asignó la facultad de “celebrar contratos derivados y pagos necesarios para la prestación de los servicios en todas sus fases a cargo del INPEC en los términos de la Ley 1709 de 2014”. Aquella función recae únicamente en las entidades que conforman la organización del sistema de seguridad social en salud. En este caso, el Consorcio gestionó la contratación de la red prestadora de salud intramural, así es como el EPMSC de Santa Rosa de Cabal cuenta con médicos, personal de enfermería y odontología, y extramural con diferentes empresas sociales del Estado e Instituciones Prestadoras de Salud de la región. Para efecto de la atención médica solicitada, el establecimiento carcelario debe solicitar las autorizaciones respectivas por medio de la línea telefónica habilitada para ese fin. De igual manera, el accionante ha recibido el tratamiento odontológico correspondiente, pero la prótesis ordenada no se encuentra incluida en el listado de procedimientos del plan de beneficios en salud a cargo del USPEC, establecido en la Resolución 1687 de 2017, y por lo mismo los recursos del fondo de atención no pueden ser empleadas para su suministro. 
2.3 El Coordinador del Grupo de Tutelas de la Dirección General del INPEC dijo que la prestación del servicio de salud a la población interna es de competencia de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios – Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, de conformidad con la Ley 1709 de 2017, el Decreto 1142 de 2016 y el contrato de fiducia mercantil No. 331 del 27 de diciembre de 2016, suscrito entre esa Unidad y la Fiduprevisora, esta última como integrante del citado consorcio. Solicitó se desvincule al INPEC por falta de legitimación en la causa por pasiva y se exhorte a esas otras autoridades para que suministren la atención en salud requerida por el accionante. 
2.4 Los demás vinculados guardaron silencio.
3. Mediante sentencia del 13 de abril último, la funcionaria de primera instancia concedió el amparo invocado, ordenó al USPEC y al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, con el acompañamiento del establecimiento penitenciario y carcelario de Santa Rosa de Cabal, realizar los trámites necesarios para autorizar y suministrar las prótesis requeridas por el accionante y negó el tratamiento integral solicitado.

Para decidir así, consideró que en este caso se encuentra probado que la dirección de la cárcel de Santa Rosa de Cabal además de suministrar los servicios de salud requeridos por el actor, adelantó los trámites pertinentes para que el Consorcio Fondo de Atención en Salud autorizara las prótesis ordenadas por el médico tratante; esa última entidad alega que ese insumo es de tipo estético “y que el presupuesto no cubre el procedimiento”, con lo cual, dice, desconoce la situación actual del demandante quien a falta de su dentadura debe reprimir su deseo de sonreír, lo que afecta su dignidad humana. Agregó que de conformidad con la sentencia T-127 de 2016, en la que se resolvió un caso similar al presente y se ordenó a la USPEC adelantar los trámites correspondientes para garantizar la atención integral de un interno que requería tratamiento odontológico, las personas privadas de la libertad no tienen por qué asumir las consecuencias de una transición administrativa y las autoridades penitenciarias y carcelarias deben adoptar todas las medidas necesarias para garantizar el acceso efectivo al servicio de salud. Respecto al tratamiento integral dijo que según la historia clínica del paciente a él se le brindaron “todos los servicios médicos requeridos hasta antes de la presentación de la acción de tutela”.
4. Inconforme con esa decisión el Jefe de la Oficina Jurídica de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios la impugnó. Alega que es el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 el responsable de la atención médica de las personas privadas de su libertad y que la relación que la USPEC tiene con este Consorcio es simplemente contractual no de subordinación. Explicó que dentro de las funciones otorgadas a esa Unidad por el Decreto 4150 de 2011, no se incluye aquella y solo se encuentra obligada a colaborar en cuestiones generales del sistema de salud, como lo es el diseño de un modelo de atención médica, y en virtud de tales facultades suscribió el contrato de fiducia mercantil No. 331 de 2016, con el Consorcio Fondo de Atención en Salud para la administración y pagos de los recursos dispuestos en el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, que en su cláusula segunda establece que los recursos de ese fondo serían destinados a la celebración de contratos necesarios para la prestación de los servicios médicos de los internos. Solicita se revoquen los ordinales segundo y tercero del fallo recurrido y se desvincule a la USPEC.    
C O N S I D E R A C I O N E S

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Se considera acertado el fallo de primera instancia que concedió el amparo solicitado para proteger la salud del accionante, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional que le otorga el carácter de fundamental a tal derecho, de manera autónoma, sin que necesariamente deba estar en conexidad con otro que participe de tal naturaleza
.

3. De acuerdo con los argumentos expuestos por el impugnante, corresponde a esta Sala determinar si la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios es también responsable de prestar el servicio de salud ordenado al actor por su médico tratante.
4. En virtud del artículo 104 del Código Penitenciario y Carcelario, modificado por el 65 de la ley 1709 de 2014, las personas privadas de la libertad tendrán acceso a todos los servicios del sistema general de salud garantizándoles la prevención, diagnóstico temprano y tratamiento adecuado de todas las patologías físicas o mentales. 
En relación con la competencia para prestar los servicios de salud a la población reclusa, la Corte Suprema de Justicia, en un caso similar al presente, dijo
:
“… salvaguarda que fue concedida por el Juez constitucional de primera instancia, al encontrar que el Director del Centro de Reclusión Nacional de Mujeres «El Buen Pastor», el Director del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC-, el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, y, la USPEC, están llamados a garantizar a la población carcelaria la prestación de los servicios de salud que requiera.

4. No obstante, la última de las entidades convocadas replicó la mentada disposición, luego de informar que no es la competente para autorizar los procedimientos médicos que necesita la reclusa…
5. Sin embargo, de los medios probatorios obrantes dentro del plenario, de entrada se advierte que el fallo de instancia deberá ratificarse en los términos en que se dispensó el amparo, pues el primero argumento esbozado por la entidad inconforme está llamado al fracaso, en la medida que esta particular temática ya fue decantada por esta Corporación en un caso de idéntica similitud al presente, tal y como pasa a verse: 

…
En el precepto en cita también se hace referencia al Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, que consiste en una cuenta especial de La Nación, administrada mediante un contrato de fiducia mercantil, el cual fue adjudicado el 21 de diciembre de 2015 al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, integrado por Fiduprevisora S.A. y Fiduagraria S.A. Nótese que en virtud al parágrafo 2° de la norma anteriormente trascrita, este fondo «se encargará de contratar la prestación de los servicios de salud de todas las personas privadas de la libertad, de conformidad con el modelo de atención que se diseñe en virtud del presente artículo» y además de ello, deberá «Garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, que contratará con entidades de acuerdo con instrucciones que imparta el Consejo Directivo del Fondo». 

Como quedó visto, corresponde a dicho fondo contratar con las E.P.S. la prestación de servicios médicos para la población carcelaria, en aras de garantizarles el acceso a la salud; sin embargo, no hay que dejar de lado que hasta el 31 de marzo de 2016 estuvo vigente el contrato n° 59940-001-2015 que para tal cometido celebraron el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015 y Caprecom E.I.C.E. en Liquidación, (…), por ello, debe entenderse que es dicho Consorcio el encargado de responder por la prestación de los servicios médicos asistenciales (…).

Ello sin dejar de lado que la prestación de los servicios médico asistenciales debe hacerse de manera coordinada con la USPEC, quien de acuerdo con el D. 2245/2015 es la encargada, entre otras cosas, de garantizar el mantenimiento y la adecuación de la infraestructura para la prestación de los servicios de salud, de efectuar la auditoría para hacer control y seguimiento a los prestadores de servicios y de todo cuanto sea necesario para la prestación idónea de dicho servicio:

Artículo 2.2.1.11.3.2. Funciones de la Uspec. En desarrollo de las funciones previstas en el Decreto–ley 4150 de 2011 y demás leyes que fijen sus competencias, corresponde a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec), en relación con la prestación de servicios de salud de la población privada de la libertad:

 

…
 

4. Contratar la entidad fiduciaria con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad y establecer las condiciones para que dicha entidad contrate la prestación integral y oportuna de los servicios de salud para la población privada de la libertad, de acuerdo con las decisiones del Consejo Directivo del Fondo, así como con el Modelo de Atención en Servicios de Salud establecido y teniendo en consideración los respectivos manuales técnicos administrativos para la prestación de servicios de salud que se adopten.

 

5. Contratar las actividades de supervisión e interventoría sobre el contrato de fiducia mercantil que se suscriba, con los recursos del Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad de acuerdo a lo previsto en el numeral 6 del artículo 2.2.1.11.2.3 del presente capítulo.

 6. Elaborar un esquema de auditoría para el control, seguimiento, monitoreo y uso racional de los servicios de salud por parte de los prestadores, y contratar dicha auditoría, sin perjuicio del control fiscal a cargo de la Contraloría General de la República, de ser procedente.

 

7. Garantizar la construcción, mantenimiento y adecuación de la infraestructura destinada a la atención en salud de las personas privadas de la libertad dentro de los establecimientos de reclusión del orden nacional.

(…)

11. Las demás que sean necesarias para la prestación de los servicios de salud a la población privada de la libertad.
Concluyendo entonces que, «quienes deben adelantar las gestiones necesarias para garantizar la efectividad de los derechos fundamentales amparados, son el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, la USPEC y el INPEC… (reiterada en STL1765-2017 y STC14494-2017).”
Del anterior precedente se puede concluir que la prestación del servicio de salud para las personas privadas de la libertad es una labor mancomunada entre el INPEC, el Consorcio Fondo de Atención en Salud y la USPEC, y aunque esta última no sea la entidad que directamente brinda la atención médica, participa en el desarrollo de esa función como contratista y auditora de la entidad destinada para ese fin, es decir la segunda de esas autoridades, y además es la encargada del mantenimiento y la adecuación de las instalaciones destinadas para la prestación de los tratamientos médicos.
5. En estas condiciones como la entidad recurrente sí interviene en  la eficaz prestación del servicio de salud, no puede ser apartada de la orden librada, a efecto autorizar la prótesis dental recomendada  por el médico tratante al actor, tal como lo pretende. Por tanto, el fallo impugnado será confirmado. 
Por lo expuesto, esta Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 
PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 13 de abril pasado, dentro de la acción de tutela que promovió el señor Carlos Arturo López Castro contra el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Santa Rosa de Cabal y la Fiduciaria La Previsora SA, a la que fueron vinculados la USPEC, el INPEC, Dirección General y Regional Viejo Caldas, el Consorcio Fondo de Atención en Salud Para la Población Privada de la Libertad y Sanidad de aquel establecimiento penitenciario.
SEGUNDO. Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO. Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS



� Corte Constitucional. Sentencia T-760 de 2007, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.


� Sala de Casación Civil, M.P. Álvaro Fernando García Restrepo, sentencia de tutela STC3644-2018 del 15 de marzo de 2018, radicado 11001-02-04-000-2018-00077-01
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